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En una iniciativa presentada por el Partido Revolucionario Institucional 

(PRI), se propuso reformar la Ley de Educación del Estado de Yucatán 

para incorporar la enseñanza de la Lengua de Señas Mexicana (LSM) 

en las instituciones educativas. El propósito fundamental era promover 

la inclusión de las personas con discapacidad auditiva y garantizar el 

pleno ejercicio de sus derechos. 

El PRI, a través de sus legisladores, sometió a consideración de la 

asamblea una propuesta que buscaba modificar los artículos 2 y 34, así 

como adicionar la fracción XII del artículo 37 de la Ley de Educación 

local. La iniciativa se fundamentó en el reconocimiento de que la 

inclusión no se limitaba a la coexistencia en un mismo entorno, sino que 

requería la adaptación de las estructuras para satisfacer las 

necesidades individuales de aprendizaje. La LSM, definida como una 

lengua con su propia gramática y vocabulario, fue presentada como un 

patrimonio lingüístico fundamental de la comunidad de personas sordas 

en México. 

La exposición de motivos de la propuesta hizo un recuento del marco 

jurídico y social que la sustentaba. Se mencionó que la creación del 

Instituto para la Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado 

de Yucatán (IIPEDEY) en 2018 marcó un paso crucial en la transición 



del modelo asistencialista al modelo social de la discapacidad. Se 

señaló que este cambio se alineó con la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad de la ONU de 2006 y la reforma 

constitucional de 2011 en México, que otorgó carácter obligatorio a los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos. Se destacó 

que el IIPEDEY, como organismo público descentralizado, tenía como 

objetivo promover la inclusión y el desarrollo de este sector, pero se 

enfatizó que la tarea de inclusión era una responsabilidad conjunta de 

todas las autoridades. 

 

La iniciativa argumentó que las personas con discapacidad auditiva 

enfrentaban una severa problemática de comunicación que afectaba su 

desarrollo educativo, humano y profesional. La dependencia de la 

comunicación oral como principal medio de interacción en la sociedad 

generaba un aislamiento significativo para quienes no podían oír. Esta 

situación, se expuso, podía tener repercusiones en las relaciones 

interpersonales, las oportunidades de inclusión y, en última instancia, 

llevar a la discriminación social. 



Para respaldar la urgencia de la propuesta, la iniciativa citó datos del 

Censo de Población y Vivienda 2020 del INEGI. Las cifras revelaron que 

en Yucatán existían 91,361 personas con limitaciones auditivas, de las 

cuales una parte considerable se concentraba en municipios como 

Mérida, Kanasín, Tizimín, Progreso y Valladolid. Esta estadística reforzó 

el argumento de que la falta de herramientas educativas para la 

comunidad sorda era una carencia social de gran envergadura. Se 

argumentó que, al no contar con un acceso pleno a la educación a 

través de la LSM, estas personas eran privadas de su derecho 

fundamental a la educación, establecido en el Artículo 3° de la 

Constitución. 

La iniciativa del PRI fue una respuesta directa a esta problemática, 

buscando corregir las deficiencias identificadas en la Ley de Educación 

de Yucatán. Se señaló que, si bien la ley vigente mencionaba la LSM, 

lo hacía de manera genérica y superficial. Para sustentar este punto, la 

iniciativa presentó una tabla comparativa que detalló cómo otros 

diecisiete estados de la República Mexicana, como Aguascalientes, 

Baja California, Ciudad de México, y Tlaxcala, habían incorporado la 

LSM en sus legislaciones educativas de manera más exhaustiva. 



Por ejemplo, se destacó que la ley de la Ciudad de México reconocía la 

LSM como lengua oficial y garantizaba el derecho a la educación 

bilingüe (LSM y español). De igual forma, en Sonora, se había legislado 

para que las instituciones educativas públicas y privadas contaran con 

personal docente capacitado en LSM. En Tlaxcala, se llegó a 

implementar y fomentar el aprendizaje obligatorio de la LSM para 

docentes, directivos y personal de apoyo. En contraste, la ley de 

Yucatán, al igual que la de Aguascalientes o San Luis Potosí, solo 

mencionaba la LSM de forma escueta. Esta comparativa sirvió para 

demostrar que Yucatán se encontraba en una posición de rezago 

legislativo y que existía una amplia oportunidad para fortalecer la ley de 

educación del estado. 

El PRI enmarcó esta iniciativa dentro de sus principios de ciudadanía 

inclusiva y su agenda legislativa. A lo largo de las últimas legislaturas, 

el partido ya había presentado otras propuestas en favor de las 

personas con discapacidad, como la iniciativa para el reconocimiento 

de sus derechos y la inclusión laboral. Con esta nueva propuesta, se 

buscó dar un paso más firme para eliminar los obstáculos y barreras 

que impedían a la comunidad sorda su pleno desarrollo. La iniciativa 

sostuvo que al incluir la LSM en los planes y programas de estudio de 



educación básica, se estaría cumpliendo con los compromisos 

constitucionales de ofrecer una educación que fuera verdaderamente 

universal, inclusiva y libre de discriminación. 

En última instancia, la propuesta de reforma no solo tuvo como objetivo 

brindar una herramienta de comunicación esencial, sino también 

fomentar la dignidad y el respeto para todas las personas en el ámbito 

educativo. La iniciativa argumentó que esta medida contribuiría a un 

mayor disfrute de los derechos humanos de las personas con 

discapacidad, asegurando su participación en la vida pública y 

garantizando que fueran tratadas con un trato digno. La acción 

legislativa se presentó como un paso decisivo para lograr una sociedad 

más justa y equitativa para todos los yucatecos. 


